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VULNERACIÓN DERECHO DE PETICIÓN/ Entidad se pronunció respecto a la imposibilidad de resolver de fondo la solicitud, pero no brindó claridad sobre el trámite para subsanarla y permitirle continuar en el turno asignado a su reclamación/ Deber de informar la fecha en que se dará la respuesta  
“Lo primero que debe advertirse es que en efecto, la petición de revisión del avalúo catastral pretendida por la actora ya fue atendida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, declarando la misma improcedente por los motivos antes reseñados (…)

No obstante, advierte la Sala que, tal y como lo estima la tutelante, desde el momento mismo en que le fue indicado el trámite que le sería dado a su petición, esto es el 2 de febrero de 2016, bien podría haberle sido precisada la falencia advertida para que fuera corregida, con el fin de que no perdiera el turno asignado a su reclamación, frente al cual la entidad ha reclamado respeto absoluto, como argumento basal de su defensa.”
“(…) los inconvenientes narrados por la tutelada, relacionados con la imposibilidad material de atender su función principal, no pueden ser de ningún modo trasladados a los administrados, al punto que éstos tengan que esperar por tiempo indefinido la atención a sus requerimientos, por esa razón, sin bien no existe mérito para ordenar la modificación de turno, pues como ya se dijo la afectación sufrida por la actora es de carácter económico, ello no obsta para que le sea informado el turno que le ha sido asignado y la fecha razonable en que será atendida su solicitud.”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-463 de 1996 y T-022 de 2012.
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

ACCIÓN DE TUTELA

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Pereira, catorce de abril de dos mil dieciséis
Acta N°_____de 14 de abril de 2016
Procede la Sala Laboral del Tribunal Superior de Pereira a resolver la impugnación presentada por el INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI –IGAC- contra la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira el 26 de febrero de 2016, dentro de la acción de tutela iniciada por la señora CONSUELO CASTAÑO CASTAÑO.
ANTECEDENTES

Afirma la señora Consuelo Castaño Castaño, que el día 11 de diciembre de 2015, elevó derecho de petición al Instituto Geográfico Agustín Codazzi, con el fin de que fuera corregido el avalúo catastral del predio “La Miranda”, dado que presenta un sobre avalúo, que no concuerda con las realidades socio-económicas y físicas del predio. 

Refiere que no ha recibido respuesta a su petición, a pesar de que el pasado 2 de febrero de 2016 la entidad accionada remitió a su lugar de residencia una comunicación, pero en ella solo pretendió justificar la demora en la decisión, situación que vulnera su derecho fundamental de petición y le causa perjuicios de carácter económico, pues debe asumir el costo del impuesto predial, de un predio que esta sobre avaluado sin razón alguna. 

Es por lo anterior que solicita la protección de dicha garantía constitucional y como consecuencia se ordene al Instituto Geográfico Agustín Codazzi atender de fondo su solicitud.
TRAMITE IMPARTIDO

La demanda de tutela fue admitida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito de Pereira concediéndole al llamado a juicio el término de dos (2) días para vincularse a litis.
Mediante comunicación de fecha 26 de febrero de 2016, el IGAC, luego de una breve reseña de su naturaleza jurídica y de su función principal, alegó en su defensa la necesidad de respetar los turnos asignados, de acuerdo con lo previsto en la Ley 962 de 2010 lo que implica la obligación de los organismos y entidades de la Administración Pública Nacional de atender las solicitudes presentadas en el orden de llegada, tal como acontece en el caso de la señora Castaño Castaño.

Reconoce que tal y como lo establece la Resolución No 70 de 2011, las solicitudes relacionadas con la formación, actualización y conservación del catastro, deben resolverse en el término de 30 días; no obstante afirma que la difícil situación administrativa por la que atraviesa la entidad,  debido a la insuficiencia de personal y la carga que implica operar para los departamentos de Risaralda y Chocó, han imposibilitado cumplir con dicho término, de allí la importancia de respetar los turnos de radicación de las solicitudes, haciendo notar que tiene represadas peticiones del año 2013. 
Con todo y lo expuesto, sostiene que la petición de la tutelante fue rechazada en virtud a que no reunía los requisitos establecidos en el artículo 133 ibídem, que indica que el propietario o poseedor es el llamado a realizar la revisión del avalúo catastral y, en el caso en concreto, el evalúo no fue solicitado por la totalidadad de propietarios del predio denominado “La Miranda”, razón por la cual, estima que se ha configurado el hecho superado.
Llegado el día del fallo, la juez declaró el hecho superado, al considerar que la respuesta ofrecida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi atendió la solicitud de la tutelante, en la medida en que le fue informado el procedimiento que se llevaría a cabo para atender su pretición, lo cual implicaba la asignación de un funcionario de planta o un contratista para verificar la documentación y definir si era necesaria una inspección ocular. 
Inconforme con la decisión, la actora la impugnó haciendo notar la inconsistencia presentada en cada una de las comunicaciones por medio de las cuales pretendió el IGAC dar respuesta a su solicitud, incluyendo aquélla en que la que fue declarada improcedente. 
Refiere que la entidad no dio trámite a la petición, no por la crisis institucional que narró en su respuesta, sino por la falta de la suscripción de la petición de dos de los propietarios del predio objeto de revisión, situación que aspira se le permita corregir a través de esta acción constitucional con el fin de continuar el trámite y sanear la inconsistencia que les está generando los perjuicios advertidos en el relato fáctico. 

CONSIDERACIONES

PROBLEMA JURÍDICO

¿La falta de respuesta por parte de la accionada a la solicitud elevada por el tutelante, vulnera su derecho fundamental de petición?
¿Se configuró en el presente asunto el hecho superado?
¿Puede el juez de tutela amparar derechos fundamentales que no fueron anunciados como vulnerados?

1. DERECHO DE PETICIÓN

El derecho de petición, está consagrado en el artículo 23 de la Constitución Nacional, el cual señala: 
“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades por motivo de interés general o particular y a obtener pronta resolución.

El legislador podrá reglamentar su ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los derechos fundamentales”.

A su vez, la ley estatutaria 1755 de 2015, por medio de la cual fue regulado el Derecho Fundamental de Petición, en su artículo 1º sustituyó el artículo 14 de la Ley 1437 de 2011, en los siguientes términos:

Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:

 

1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.

 

2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

Desde otra perspectiva, el derecho de petición implica la facultad de obtener de la entidad frente a quien se hace la solicitud una respuesta a tiempo y de fondo, por ello se ha dicho que la respuesta que se dé al derecho de petición debe cumplir los siguientes requisitos: i) Ser oportuna; ii) Resolver de fondo, en forma clara, precisa y congruente lo solicitado y; iii) Ser puesta en conocimiento del peticionario.

Conforme con lo anterior, el titular de la petición tiene derecho a obtener, dentro de los términos legales, la correspondiente contestación, bien sea en interés particular como en el presente caso, o general. Con este derecho se busca básicamente que se brinde respuesta precisa y de fondo a lo solicitado, sin que ello implique que la contestación sea obligatoriamente en sentido positivo.

También ha dispuesto el compendio normativo antes referido, en su artículo 6º que el término para resolver las peticiones es de “quince (15) días siguientes a la fecha de su recibo. Cuando no fuere posible resolver o contestar la petición en dicho plazo, se deberá informar así al interesado, expresando los motivos de la demora y señalando a la vez la fecha en que se resolverá o dará respuesta”.

2. DEL HECHO SUPERADO

Reiteradamente la jurisprudencia constitucional ha señalado que el propósito del amparo contenido en el artículo 86 de la Carta Política,  se limita a la protección inmediata y actual de los derechos fundamentales en la medida que estos resulten vulnerados o amenazados por la acción u omisión de las autoridades públicas o de los particulares en los casos expresamente descritos en la ley. 

Así mismo, ha considerado que si durante el trámite de una acción de tutela sobrevienen hechos que hagan cesar la vulneración de los derechos fundamentales, la acción de amparo deja de ser el mecanismo apropiado y las decisiones que el juez constitucional pueda adoptar, resultarían inocuas, configurándose un hecho superado. 

En Sentencia T-022 de 2012 la Corte constitucional manifestó que, “si la situación fáctica que motiva la presentación de una acción de tutela se modifica porque cesa la acción u omisión que generaba la vulneración de los derechos fundamentales, dado que la pretensión esbozada para procurar su defensa está siendo debidamente satisfecha, y consecuentemente, cualquier orden de protección proferida sería inocua, lo procedente es que el juez de tutela declare la configuración de un hecho superado por carencia actual de objeto”.

3. DEBIDO PROCESO.

El artículo 29 superior, señala que "el debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas", lo cual indica que tanto las autoridades judiciales como las administrativas, deben actuar respetando y garantizando el ejercicio del derecho de defensa, dentro de los procedimientos diseñados por el legislador.
4. DEL AMPARO DE DERECHOS NO INVOCADOS POR EL ACCIONANTE.
La Corte Constitucional ha sostenido que dada la informalidad de la acción de tutela, cuando el accionante no invoca expresamente la totalidad de los derechos vulnerados, el juez de tutela no solamente tiene la facultad sino la obligación de proteger todos los derechos que según las pruebas aportadas dentro del proceso encuentre vulnerados, de conformidad con lo establecido en los artículos 3 y 14 del Decreto 2591 de 1991. 

Es así, que el Alto Tribunal Constitucional ha indicado: 


"En cuanto a los derechos invocados, la informalidad de la tutela y la necesidad de pronta resolución son características, suficientemente escudriñadas por la doctrina constitucional, que impiden exigir al solicitante un mínimo de conocimientos jurídicos, menos todavía si se pretende que haga encajar sus circunstancias, con absoluta precisión, en el articulado de la Carta Política. 



"Por ello, si el juez encuentra afectados derechos no invocados por el petente, no sólo puede sino que debe referirse a ellos en su sentencia y decidir lo pertinente, impartiendo las órdenes necesarias para su cabal y plena defensa. De tal empeño depende la eficacia de la acción y el consiguiente imperio de los mandatos constitucionales. 



"El juez, especialmente en materia de tutela, tiene a su cargo un papel activo, independiente, que implica la búsqueda de la verdad y de la razón, y que riñe con la estática e indolente posición de quien se limita a encontrar cualquier defecto en la forma de la demanda para negar el amparo que de él se impetra". 
 
5. CASO CONCRETO
En el presente asunto, la señora Consuelo Castaño Castaño, radicó ante el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, solicitud consistente en la revisión del avalúo catastral del predio “La Miranda”, ubicado en el municipio de Santa Rosa de Cabal, el día 11 de diciembre de 2015, la cual, según la llamada a juicio fue presentada de manera incompleta, toda vez que no todos los propietarios del predio elevaron dicha petición, requisito que resulta indispensable de acuerdo con lo previsto en el artículo 134 de la resolución No 70 de 2011. 
De tal situación es consciente la tutelante, pues en su escrito de apelación, reconoce la falencia de su petición, la cual pretende corregir, a través de este trámite excepcional, haciendo alusión a los principios de celeridad, eficiencia, inmediación, legalidad y concentración.

Lo primero que debe advertirse es que en efecto, la petición de revisión del avalúo catastral pretendida por la actora ya fue atendida por el Instituto Geográfico Agustín Codazzi, declarando la misma improcedente por los motivos antes reseñados, lo que en principio permitiría considerar la carencia actual del objeto por hecho superado.
No obstante, advierte la Sala que, tal y como lo estima la tutelante, desde el momento mismo en que le fue indicado el trámite que le sería dado a su petición, esto es el 2 de febrero de 2016, bien podría haberle sido precisada la falencia advertida para que fuera corregida, con el fin de que no perdiera el turno asignado a su reclamación, frente al cual la entidad ha reclamado respeto absoluto, como argumento basal de su defensa.

Y es que precisamente las dificultades que narra el IGAC con las que busca justificar el retraso en las decisiones de las solicitudes elevadas por los usuarios, son precisamente el motivo por el cual, debió permitirse a la peticionaria incluir en la solicitud a los señores Luz Mery y Luz Dary Castaño Castaño, no alterando la petición, como pretende la señora Consuelo Castaño, sino adicionándola, con el fin de continuar con el proceso de revisión de avalúo catastral, en orden a que el perjuicio económico que el error que considera afecta el pago del impuesto predial, no se prolongue más de lo necesario, conservando el orden de llegada del escrito inicial.

Ahora, no sobra indicar que los inconvenientes narrados por la tutelada, relacionados con la imposibilidad material de atender su función principal, no pueden ser de ningún modo trasladados a los administrados, al punto que éstos tengan que esperar por tiempo indefinido la atención a sus requerimientos, por esa razón, sin bien no existe mérito para ordenar la modificación de turno, pues como ya se dijo la afectación sufrida por la actora es de carácter económico, ello no obsta para que le sea informado el turno que le ha sido asignado y la fecha razonable en que será atendida su solicitud.

En consideración con lo expuesto, se revocará la decisión de primer grado y se tutelará el debido proceso y el derecho de petición de los cuales es titular la señora CONSUELO CASTAÑO CASTAÑO.  En consecuencia, se ordenará al INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI a través del su Secretario, doctor Diego Mauricio Londoño Cardona que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, realice las gestiones pertinentes que permitan a la accionante, adicionar la solicitud formulada el día 11 de diciembre de 2015, para incluir en la misma a las señoras Luz Mery y Luz Dary Castaño Castaño, debiendo informarle el trámite que tiene que seguir, así como la fecha probable en que será atendida su petición de “revisión de avalúo catastral”, radicada en esa entidad el 11 de diciembre 2015.
En virtud de lo anterior, la Sala de Decisión del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre del Pueblo y por mandato de la Constitución, 
RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Laboral del Circuito, el día 26 de febrero de 2016.
SEGUNDO: TUTELAR los derechos fundamentales de petición y debido proceso de los cuales es titular la señora CONSUELO CASTAÑO CASTAÑO.
TERCERO: ORDENAR al INSTITUTO GEOGRÁFICO AGUSTIN CODAZZI a través del su Secretario, doctor Diego Mauricio Londoño Cardona que, en el término de cuarenta y ocho (48) horas, realice las gestiones pertinentes que permitan a la accionante, adicionar la solicitud formulada el día 11 de diciembre de 2015, para incluir en la misma a las señoras Luz Mery y Luz Dary Castaño Castaño, debiendo informarle el trámite que tiene que seguir, así como la fecha probable en que será atendida su petición de “revisión de avalúo catastral”, radicada en esa entidad el 11 de diciembre 2015.

CUARTO: NOTIFICAR esta sentencia a las partes. 

QUINTO: ENVIAR a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

Los Magistrados,
JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES           ISSA RAFAEL ULLOQUE TOSCANO                           
LEONARDO CORTÉS PÉREZ
       Secretario
� Corte Constitucional. Sentencia T-463/96, MP: José Gregorio Hernández Galindo
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